PROYECTO DE LEY 264 DE 2011 SENADO. 
por la cual se modifica la Ley 48 de 1993 y 1184 de 2008 que reglamenta el servicio de reclutamiento y movilización y la cuota de compensación militar. 

El Congreso de Col ombia

DECRETA:

Artículo 1°. La Dirección de Reclutamiento y Control Reservas del Ejército efectuará cada (2) años, las convocatorias necesarias en todo el territorio nacional, para la definición de la situación militar de los ciudadanos mayores de veinticinco (25) años.

Parágrafo. Las convocatorias tendrán una duración de tres meses. La primera se realizará el año siguiente a la entrada en vigencia de la presente ley.

Artículo 2°. Los ciudadanos mayores de veinticinco (25) años, que no hubieran resuelto su situación militar, beneficiados con las convocatorias de que trata el artículo 1° de la presente ley, deberán pagar una multa equivalente al treinta (30%) por ciento de un (1) salario mínimo mensual legal vigente, si pertenecen a los niveles 1, 2 o 3 del Sisbén. Para todos los demás casos, deberán pagar una multa de un (1) salario mínimo mensual legal vigente.

Artículo 3º. Modifíquese el artículo 1° de la Ley 1184 de 2008, el cual quedará así:

Artículo 1°. La Cuota de Compensación Militar, es una contribución ciudadana, especial, pecuniaria e individual que debe pagar al Tesoro Nacional el inscrito que no ingrese a filas y sea clasificado, según lo previsto en la Ley 48 de 1993 o normas que la modifiquen o adicionen.

La Dirección de Reclutamiento podrá fijar plazos hasta de doce (12) meses para el pago de la Cuota de Compensación Militar a quien lo requiera.

Parágrafo 1°. Estos recursos serán recaudados directamente por el Ministerio de Defensa Nacional-Fondo de Defensa Nacional, se presupuestarán sin situación de fondos y se destinarán al desarrollo de los objetivos y funciones de la fuerza pública en cumplimiento de su misión constitucional. 

Artículo 4º. Modifíquese el artículo 9º de la Ley 1184 de 2008, el cual quedará así:

Artículo 9°. Los costos de la elaboración de la tarjeta militar, no podrán exceder el diez (10%) por ciento de un (1) salario mínimo legal mensual vigente.

Artículo 5º. Modifíquese el artículo 11 de la Ley 48 de 1993, el cual quedará así:

Artículo 11. Duración servicio militar obligatorio. El servicio militar obligatorio bajo banderas tendrá una duración de doce (12) meses.

Artículo 6º. Modifíquese el artículo 13 de la Ley 48 de 1993, el cual quedará así:

Artículo 13. Modalidades prestación servicio militar obligatorio. El Gobierno podrá establecer diferentes modalidades para atender la obligación de la prestación del servicio militar obligatorio. 

Continuarán rigiendo las modalidades actuales sobre la prestación del servicio militar:

a) Como soldado regular, durante 12 meses; 

b) Como soldado bachiller, durante 12 meses; 

c) Como auxiliar de policía bachiller, durante 12 meses;

d) Como soldado campesino, durante 12 meses. 

Parágrafo 1°. Los soldados, en especial los bachilleres, además de su formación militar, y demás obligaciones inherentes a su calidad de soldado, deberán ser instruidos y dedicados a la realización de actividades de bienestar social a la comunidad y en especial a tareas para la preservación del medio ambiente y conservación ecológica. 

Parágrafo 2°. Los soldados regulares y campesinos prestarán su servicio militar obligatorio en la zona geográfica en donde residen. El Gobierno Nacional organizará tal servicio tomando en cuenta su preparación académica y oficio.

Artículo 7º. Cuando se trate de aplicar las sanciones, a que hace referencia el artículo 42 de la Ley 48 de 1993, a los varones que pertenezcan a los niveles 1, 2 o 3 del Sisbén, serán disminuidas en un 50% de su valor.

Parágrafo. Los limitados físicos, síquicos o neurosensoriales con afecciones permanentes que de acuerdo con el concepto de la autoridad médica de reclutamiento, presenten una condición clínica lo suficientemente grave e incapacitante no susceptible de recuperación por medio alguno, no estarán sometidos a las sanciones previstas en el artículo 42 de la Ley 48 de 1993, ni pagarán cuota de compensación.

Artículo 8º. Modifíquese el literal ¿a¿ del artículo 39 de la Ley 48 de 1993, el cual quedará así:

Artículo 39. Durante la prestación del servicio militar. Todo colombiano que se encuentre prestando el servicio militar obligatorio en los términos que establece la ley, tiene derecho: 

a) Desde el día de su incorporación hasta la fecha del licenciamiento, tendrá derecho a ser atendido por cuenta del Estado, en todas sus necesidades básicas atinentes a salud, alojamiento, alimentación, vestuario, bienestar y disfrutará de una bonificación mensual equivalente a un setenta (70%) por ciento de un (1) salario mínimo mensual legal vigente. 

Artículo 9°. La Dirección de Reclutamiento y Control Reservas del Ejército, a través de su página oficial en internet deberá permitir, a cada varón mayor de 18 años, la consulta sobre su situación militar, la inscripción y su respectiva certificación de la inscripción. 

De igual manera, la Dirección de Reclutamiento y Control Reservas del Ejército deberá expedir constancia escrita de la inscripción, que debe realizar todo varón mayor de 18 años, para definir su situación militar. Esta constancia tendrá vigencia hasta la expedición de la respectiva libreta militar, y en ninguna manera, la suplirá. 

Artículo 10. La Dirección de Reclutamiento y Control Reservas del Ejército coordinará con el Ministerio de Relaciones Exteriores, la aplicación de la presente ley en los diferentes consulados de Colombia en el exterior.

Artículo 11. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

De los honorables Congresistas, 

Alexandra Moreno Piraquive, Manuel Virgüez P., Carlos Alberto Baena López, Senadores de la República; Gl oria  Stella Díaz Ortiz, Representante a la Cámara.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El Movimiento MIRA, teniendo en cuenta que el Gobierno Nacional a través de su programa de gobierno de la ¿Consolidación de la Política de Seguridad Democrática¿, ha establecido un marco de gestión dentro del Ministerio de Defensa Nacional, con injerencia en el presupuesto de la Nación en busca de la profesionalización de la Fuerza Pública, frutos que se reflejan en el desarrollo operacional que ha tenido en todo el territorio nacional.

Aunado lo anterior, vemos como el alto Gobierno plantea que sean los gremios económicos quienes han sido los más favorecidos con la implantación de esta política de Estado, asuman el sostenimiento de la misma, a través del pago del impuesto de guerra.

Son elementos de hecho y de derecho que nos permiten ver cómo la Ley 48 de 1993 y la Ley 1184 de 2008, merecen una reforma estructural para acondicionarse a las necesidades estatales al interior del Ministerio de Defensa Nacional, con injerencia en los campos de los coasociados, esto es, de los jóvenes que al llegar a la mayoría de edad (18) años, deben cumplir con el deber constitucional consagrado en el artículo 216 de la Constitución Política de Colombia, esto es prestar el servicio militar obligatorio.

Este deber como tal, hay que verlo que se ha implantado como una ¿obligación¿, lo cual ha llevado a que la mayoría de los varones mayores de edad, ante lo agreste del entorno de la vida militar evadan el mismo, conllevando a eludir esta obligación permaneciendo esta irregularidad en el tiempo, lo que los ha llevado a engrosar los campos del desempleo y la falta de profesionalización de quienes en su momento tuvieron la opción de terminar el bachillerato, todo por el temor.

Estos factores sociales se ven reflejados al interior de la economía del país, como quiera que son hombres capaces de producir en forma legal al Estado, pero ante el desconocimiento de mecanismos legales en procura de poder legalizar su situación militar, se ven obligados a permanecer en la clandestinidad de la economía nacional. Pues dada la falta de tener su tarjeta militar, documento este que se asimila a la cédula de ciudadanía o al certificado judicial expedido por el DAS, o a los registros de antecedentes disciplinarios expedido por la Procuraduría General de la Nación, han cercenado los derechos fundamentales de los mismos.

Problemática que debe solucionarse por parte del legislador, toda vez que las leyes en cita, son gravosas en el sentido pecuniario y que no favorecen a los ciudadanos integrantes de un Estado Social de Derecho como lo consagra la Constitución Política en su artículo 1° y fundado en el respeto a la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general. 

Así mismo, el artículo 2° de la Constitución Política, señala que los fines del Estado es servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución, facilitar la participación de todos en las decisiones que los afecta y en la vida económica, política y administrativa.

Y son precisamente estos fundamentos los que nos permiten señalar que este proyecto de ley, busca resarcirles en determinada forma estos derechos fundamentales que se están quebrantando con aplicación de leyes demasiado rígidas, para quienes se encuentran a punto de legalizar su situación militar frente al Estado.

De ahí la imperiosa necesidad de hacer esta reforma de fondo y de forma, para facilitar a los hombres mayores de 18 años, que puedan obtener un documento como es la tarjeta militar en forma rápida, expedita y ajustada a la realidad social, tal como se hace con los documentos de la cédula de ciudadanía y el certificado judicial. Toda vez que estos no tienen ningún impuesto para adquirirlos y por el contrario, el hecho que una familia tenga un hijo varón y llega a la mayoría de edad, el Estado como tal, le impone un impuesto gravoso sobre los ingresos y patrimonio familiar, lo que se hace a la luz de la legislación tributaria, una doble tributación. 

En el presente evento, los artículos 1° y 2° sostienen la necesidad que la Dirección de Reclutamiento y Movilización del Ejército Nacional, a efectos de facilitar la legalización de su situación a los hombres mayores de 25 años, que por temor y ante lo oneroso de la expedición de la tarjeta militar, en situaciones muchas veces imposibles de cancelar, optaron por andar en la clandestinidad, fuerza es colegir que el legislador debe buscar el mecanismo legal a través de una amnistía que durará un año, para que esta entidad del Ministerio de Defensa, los convoque y les facilite los medios para que puedan obtener dicho documento y de esta manera poder ingresar a la vida económica y profesional en legal forma, logrando con ello el Estado contar con hombres capaces y en edad productiva la reactivación económica y social que requiere el Estado, teniendo en cuenta que para las Fuerzas Militares estos hombres no son aptos para el servicio y que la economía nacional e internacional, ante los cambios de la globalización los están requiriendo en los campos de productividad y competitividad, pero su situación definida.

En lo que respecta a los artículos 3º y 4º, tienen relación directa con la liquidación de la cuota y de compensación militar y los costos de la elaboración y laminación de la Tarjeta Militar. Factores legales que vistos a la luz de la ley tributaria y la situación económica del país, obligan a reconsiderar lo establecido en la Ley 1184 de 2008, sobre la materia, toda vez que el Gobierno Nacional para los efectos del manejo del rubro presupuestal asignado al Ministerio de Defensa, a través de la política de la Consolidación de la Política de Seguridad Democrática, ha establecido gravámenes directos para mantener la planeación, implementación y desarrollo de las operaciones y manejo de la tropa, se observa que lo dispuesto sobre la cuota de compensación en la Ley 1184 de 2008, se considera como una doble tributación para quienes tienen hijos y por el solo hecho de llegar a la mayoría de edad para obtener la tarjeta militar, tienen que sacar sumas exorbitantes sin un fundamento constitucional para imponer dicho tributo.

Lo anterior, nos obliga ajustar al campo real un mecanismo administrativo para la obtención de un documento como es la Tarjeta Militar para los hombres, dentro de un valor justo y similar al de la cédula de ciudadanía y el certificado judicial.

En relación a los artículos 5° y 6°, se están ajustando a los fundamentos legales que ha establecido la Honorable Corte Constitucional, cuando en Sentencia C-511 de 1994, los honorables Magistrados Eduardo Cifuentes Muñoz, Carlos Gaviria Díaz y Alejandro Martínez Caballero, al argumentar el principio del derecho a la igualdad, pretendían la unificación de la duración del servicio militar, para las modalidades reglamentadas en la Ley 48 de 1993, señalaron:

¿La norma divide toda la población sujeta a la obligación de prestar el servicio militar con base en dos variables: estudio y origen social rural o urbano. De la combinación de estos elementos surgen cuatro grupos: Urbano bachiller (UB) campesino bachiller (RB) Campesino no bachiller (CNB) y urbano no bachiller (UNB). La norma demandada otorga beneficios a tres de los grupos: UB, CB, CNB. Esta repartición viola, en un primer término, el principio de igualdad, al tratar de manera preferente e injustificada al bachiller en relación con el campesino. Pero eso no es todo, luego de esta clasificación, la regla general queda con una aplicación tan específica como las excepciones que dieron lugar al trato diferenciado y al no ser objeto de ningún beneficio, su posición resulta tratada de manera discriminatoria¿.

Fundamento Constitucional que permite al legislador entrar a reformar y a buscar la unidad en la duración de doce (12) meses, para la prestación del servicio militar obligatorio en todas las modalidades sin excepción. Reforma que además debe ir acompañada bajo los nuevos postulados jurisprudenciales de los organismos jurisdiccionales que han señalado, en especial el Contencioso Administrativo, quien al proferir reiterados fallos sobre la responsabilidad del Estado, ante la forma irregular como el Ministerio de Defensa, Dirección de Reclutamiento y los diferentes mandos, han obligado a asumir a los conscriptos responsabilidades que no se ajustan con la dogmática castrense, riesgos para los cuales no estaban debidamente preparados, esto es, llevándolos al campo de operaciones a afrontar el conflicto armado en forma combatiente o a través de organismos de inteligencia y contrainteligencia, con resultados funestos, como lo han manifestado los medios de comunicación y los fallos referidos del Consejo de Estado.

De otra parte, dado el servicio y la disponibilidad de las 24 horas de los soldados, se pretende con el presente proyecto, hacer justicia social a estos hombres abnegados y que de forma obligada están cumpliendo con el servicio militar obligatorio, y que además del mismo, muchos tienen compromisos con su grupo familiar, por lo que se debe ajustar el pago de la bonificación a un valor real y asequible que motive la prestación del mismo, máxime cuando la mayoría son jóvenes de los estratos 1, 2 y 3, que por no tener dinero para ¿pagar¿ el costo de la Tarjeta Militar, se ven obligados a cumplir el servicio militar, cuando lo propio y las necesidades del mismo están pidiendo a voces que los miembros de la Fuerza Pública deben ser preparados y profesionalizados.

En lo que hace referencia con el requisito denominado Impacto Fiscal, resaltamos que el proyecto de ley también está soportado bajo los parámetros jurisprudenciales de la Honorable Corte Constitucional, que hicieron justicia en el aumento de la bonificación de las madres comunitarias, y que hoy también se debe tener en cuenta para beneficiar a este gran número de jóvenes que arriesgan su propia vida en servicio de la patria; según Sentencia C-911 del 31 de octubre de 2007, cuando sobre el factor legal que tiene el Congreso para establecer esta clase de erogaciones presupuestales, señalara: 

¿La Corte reafirmó la clara intención del Constituyente de 1991 de restablecer la iniciativa del Congreso de la República en materia de gasto público, esto es, en el sentido de que él mismo puede aprobar disposiciones legales que ordenen o impliquen gastos, tanto en los proyectos que son de iniciativa exclusiva del Gobierno Nacional, sobre las materias señaladas en el artículo 154 de la Constitución, como en los proyectos que no son de dicha iniciativa. En este sentido, tanto el inciso segundo del artículo 154, como del artículo 160 de la Carta Política, le confieren atribución a las cámaras para introducir a los proyectos de ley las modificaciones, adiciones y supresiones que juzguen necesarias, lo cual incluye lógicamente los gastos correspondientes. De otro lado, la Corte advirtió que la exigencia establecida en la Ley 819 de 2003, corresponde al Gobierno Nacional, quien debe presentar conjuntamente con el proyecto de ley de su iniciativa, el estudio del impacto fiscal del mismo. En el caso concreto el artículo 4º del proyecto de ley objetado, que establece un incremento en la bonificación mensual de las madres comunitarias, la Corte señaló que por tener el Congreso de la República iniciativa en todo caso en materia de gasto público en la expedición y reforma de las leyes, porque así lo estableció el constituyente en 1991 con el propósito de replantear la regulación superior al respecto establecida en la Reforma Constitucional de 1968, los requisitos establecidos en el artículo 7º de la Ley 819 de 2003 son exigibles al mismo Gobierno Nacional en la preparación de la ley anual de presupuesto, que es un acto-condición de la ejecución de las leyes que ordenan gastos y que constituyen la causa de aquel, pero no al Congreso de la República en la tramitación y aprobación de dichas leyes. En ese caso, es el Ministro de Hacienda y Crédito Público quien debía estar atento en cualquier etapa del procedimiento legislativo a rendir su concepto a este respecto, como lo dispone la propia norma orgánica del presupuesto¿.

Son fundamentos jurisprudenciales que permite al Congreso establecer por medio de esta ley, incrementar la bonificación mensual de los soldados que prestan el servicio militar, en un 70% de un salario mínimo mensual legal vigente, a partir de la vigencia de la ley, máxime cuando el mismo Gobierno Nacion al ha señalado que al sector Defensa no delimitará el gasto público, para incrementar su política de prosperidad democrática.

Antecedentes del proyecto de ley

El Movimiento Político MIRA es autor de la Ley 1243 del 13 de agosto del 2008 que concedió una amnistía a todo varón mayor de 25 años que no hubiera resuelto su situación militar. Esta amnistía consistió en poder obtener su libreta militar con el pago de $50.000.

Posteriormente, el Movimiento Político MIRA presentó un proyecto de ley mucho más integral reformatorio de la Ley 48. El Proyecto de ley número 44 de 2010 Senado, fue radicado el 27 de julio del 2010 sin que recibiera ponencia para primer debate. Frente a este hecho, se decide su retiro con el objeto de volverlo a presentar, y darle el impulso legislativo necesario. 

De los honorables Congresistas,

Alexandra Moreno Piraquive, Manuel Virgüez P., Carlos Alberto Baena López, Senadores de la República; Gloria  Stella Díaz Ortiz, Representante a la Cámara.

SENADO DE LA REPÚBLICA

Secretaría General  (art. 139 y s.s. Ley 5ª de 1992)

El día 17 del mes de mayo del año 2011 se radicó en la Plenaria del Senado el Proyecto de ley número 264, con todos y cada uno de los requisitos constitucionales y legales por honorable Senador Alberto Baena.

El Secretario General,

Emilio Otero Dajud.

SENADO DE LA REPÚBLICA

SECRETARÍA GENERAL

Tramitación Leyes

Bogotá, D. C., 17 de mayo de 2011

Señor Presidente:

Con el fin de que se proceda a repartir el Proyecto de ley número 264 de 2011 Senado, por la cual se modifica la Ley 48 de 1993 y 1184 de 2008 que reglamenta el servicio de reclutamiento y movilización y la cuota de compensación militar, me permito pasar a su Despacho el expediente de la mencionada iniciativa que fue presentada en el día de hoy ante Secretaría General. La materia de que trata e l mencionado proyecto de ley es competencia de la Comisión Segunda Constitucional Permanente, de conformidad con las disposiciones reglamentarias y de ley.

El Secretario General,

Emilio Otero Dajud.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 17 de mayo de 2011

De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por repartido el proyecto de ley de la referencia a la Comisión Segunda Constitucional y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional con el fin de que sea publicado en la Gaceta del Congreso.

Cúmplase.

El Presidente del honorable Senado de la República,

Armando Benedetti Villaneda,

El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Otero Dajud.

